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«En la ciudad de Sevilla, a 30 de enero de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los si-
guientes 

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el del Delegado del Gobierno de la Junta 
de Andalucía en Almería se dictó resolución en el expediente 
arriba referenciado. 

Segundo. Notificada la misma, se interpuso por el intere-
sado recurso de alzada en el que no se acreditaba la condición 
de representante legal del recurrente.

Tercero. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de 
la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, el día 5 de diciem-
bre de 2007 se notificó a quien recurrió el error detectado, 
dándole un plazo de diez días para subsanarlo.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, 
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 
39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. El artículo 71.1 de la LRJAP-PAC establece que 
si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala 
el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por la legislación 
específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un 
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documen-
tos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se 
le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que 
deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 42.

El escrito para subsanación del defecto se notificó a quien 
recurrió, no habiendo sido cumplimentado, por lo que procede 
el archivo por desistimiento del recurso interpuesto.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Ordenar el archivo por desistimiento del recurso inter-
puesto por Tracción Total Almería, S.L., contra la resolución 
del Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería 
recaída en el expediente núm. 04-000250-06-P.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico (Por Decreto 
199/2004). El Dtor. Gral. de Espectáculos Públicos y Juego.
Fdo: José Antonio Soriano Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 10 de marzo de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 11 de marzo de 2008, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por don Alfredo López López con-
tra otra dictada por el Delegado del Gobierno en Córdo-
ba, recaída en el expediente S-EP-CO-000070-06.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal al re-
currente Alfredo López López de la resolución adoptada por 
el Secretario General Técnico, al recurso administrativo inter-
puesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Córdoba, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 11 de febrero de 2008.

Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia formulada por 
miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad 
Autónoma, la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Córdoba incoó expediente sancionador contra Don 
Alfredo López López, titular del establecimiento denominado 
“Café Venus”, sito en avenida Soldevilla Vázquez, núm. 15, 
de Posadas, por supuestas infracciones a lo dispuesto en la 
Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos 
y Actividades Recreativas de Andalucía (en adelante, LEEPP), 
al hacerse constar en el acta que el día 17 de junio de 2006, 
el local inspeccionado “... tiene dos extintores caducados en 
fecha 2004.- La actividad es de bar con música.- No presenta 
ninguna documentación, por lo que se le requiere para que en 
el plazo de diez días la presente...”.

Segundo. Tramitado el correspondiente expediente, el Sr. 
Delegado del Gobierno, por medio de Resolución de fecha 20 
de noviembre de 2006, acordó imponerle la sanción de multa 
por importe de ciento cincuenta (150) euros, como responsa-
ble de una infracción tipificada y calificada como grave en el 
artículo 20.1 de la LEEPP, consistente en “la realización de 
acciones u omisiones descritas en el número 1, 2, 3 y 4 del 
artículo anterior, sin que se produzcan situaciones de grave 
riesgo para personas o bienes”, estableciendo el apartado 1 
citado como infracción “la apertura o funcionamiento de esta-
blecimientos públicos, fijos o permanentes, destinados a la ce-
lebración de espectáculos o actividades recretivas, careciendo 
de las correspondientes licencias o autorizaciones”, al consi-
derarse probado que el citado establecimiento, se encontraba 
abierto y en funcionamiento el día 17 de junio de 2006, care-
ciendo de Licencia Municipal de Apertura.

Tercero. Notificada dicha resolución al interesado, inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las ale-
gaciones que se dan por reproducidas en aras del principio de 
eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resol-
ver los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones 
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de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983, 
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-
PAC), esta competencia de resolución de recursos administra-
tivos ha sido delegada en la Secretaría General Técnica.

I  I

Como primera aclaración, necesaria para la adecuada 
resolución del recurso planteado, es necesario decir que, el 
recurrente, no ha efectuado alegación alguna, ni durante la 
tramitación del procedimiento sancionador, ni en trámite de 
recurso, limitándose, únicamente, a aportar la documentación 
que será objeto de examen a continuación.

Así, como único argumento a su favor presenta copia de 
la licencia de actividad de, acordada por la Junta de Gobierno 
Local del Ayuntamiento de Posadas el día 9 de octubre de 
2006, a favor del recurrente. Así, ante la ausencia de expli-
caciones y alegaciones por parte del interesado, sobre las cir-
cunstancias que concurrían, desde este Órgano revisor y con 
objeto de contar con la mayor información posible, que posi-
bilitase una mejor resolución del recurso planteado, se solicitó 
ésta a dicho Ayuntamiento.

En respuesta a esta petición el Sr. Alcalde de Posadas, 
por medio de oficio de fecha 14 de diciembre de 2007 , mani-
fiesta lo siguiente:

“Por medio del presente le informe que consultada la do-
cumentación obrante en el expediente correspondiente a la Li-
cencia de Apertura por cambio de titularidad núm. 20/50, pro-
movido por don Alfredo López López, dicho establecimiento:

- Contaba con licencia municipal de apertura, para la ac-
tividad de bar, solicitada por doña Francisca Martín Bellido; la 
cual fue concedida en Junta de Gobierno Local de fecha 16 de 
agosto de 2005 (adjunto certificado de dicho acuerdo).

- Con fecha 3 de noviembre de 2005, don Alfredo López 
López solicita cambio de titularidad de la licencia de apertura 
del local situado en Avda. Soldevilla Vázquez, núm. 15, por ser 
el nuevo arrendatario de dicho local.

- En  Junta de Gobierno Local de fecha 9 de octubre de 
2006, se concede licencia municipal de apertura, solicitada 
por don Alfredo López López.

Asimismo le comunico que en el Cartel correspondiente a 
la licencia municipal concedida, existe un error ya que a fecha 
7 de abril de 2006 dicho titular no poseía licencia encontrán-
dose la misma en trámite.”

A la vista de la comunicación anterior y del examen de los 
documentos que le acompañan, resulta evidente que el local, 
en el momento de la denuncia que dio origen a este expe-
diente, sí contaba con licencia municipal de apertura para la 
actividad de bar, concedido a favor de la anterior titular, encon-
trándose en trámite el cambio a favor del ahora recurrente, en 
calidad de nuevo arrendatario del establecimiento.

Del examen de los dos documentos de licencia expedidos 
resulta que son prácticamente idénticos, sin que se haya mo-
dificado la clase de actividad que en ellos se desarrollaba por 
el antiguo y el nuevo titular, habiendo transcurrido un período 
de tiempo muy breve entre la concesión de la primera licencia 
(16.8.2005) y la solicitud de su transmisión al nuevo titular 
(3.11.2005), por lo que es razonable pensar que en el estable-
cimiento no se habrían producido cambios significativos que 

justificasen la tardanza en el otorgamiento del cambio de titu-
laridad de la licencia.

En relación con lo anterior, el artículo 13.1 del Regla-
mento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado 
por Decreto de 17 de junio de 1955, prevé que “las licencias 
relativas a las condiciones de una obra, instalación o servi-
cio serán transmisibles, pero el antiguo y  nuevo constructor 
o empresario deberán comunicarlo por escrito a la Corpora-
ción, sin lo cual quedarán ambos sujetos a todas las respon-
sabilidades que derivaren para el titular”. En aplicación de lo 
anterior, existe también una extensa doctrina jurisprudencial 
que mantiene la plena transmisibilidad de licencias; de ellas 
son muestra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunidad de Madrid, Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, Sección 2.ª, de 23 de marzo de 2004 (Aranz. JUR 
2004\248717), según la cual puesto que “...consta en el 
expediente administrativo (...) que el local situado en calle 
..., estaba en posesión de la preceptiva licencia de instala-
ción, apertura y funcionamiento desde el día ..., sin que la 
Administración pueda desconocer la misma por un cambio 
de titularidad en el local, ya que aquélla no se otorga a las 
personas físicas o jurídicas que explotan una instalación, 
sino que tienen un carácter objetivo y quedan vinculados 
al local de que se trate. Para poder entender que el local 
referido carecía de licencia de funcionamiento, la Corpora-
ción demandada tendría que haberla declarado caducada, 
siguiendo de oficio el procedimiento establecido en el artícu-
lo 102 y siguientes de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, 
lo que no hizo en el presente supuesto, siendo contraria a 
derecho su actitud de desconocerla sin más por haberse 
producido un cambio de titularidad...”.  Por su parte, la Sen-
tencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Au-
tónoma del País Vasco, Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo, Sección 2.ª, de 28 de abril, (Aranz. JUR 2005\212461) 
ha mantenido que “En síntesis, la Administración municipal 
debía limitarse a resolver sobre si procede o no el cambio 
de titularidad, sin perjuicio de que iniciara expediente ten-
dente a imponer las medidas correctoras que procedan, y 
lo que resulte de las mismas si, como se indica, resulte que 
las que deban imponerse excedan de las obras contempla-
das en el art. 60.2 de la LS/76, y cuáles son las consecuen-
cias derivadas de ello teniendo en cuenta que se trata de 
un edificio en situación de fuera de ordenación. Para ello no 
obsta a que deba admitirse el cambio de titular, sin perjuicio 
de que el nuevo titular pudiera verse afectado por la ulterior 
imposición de medidas correctoras, o que pudiera llegarse a 
una decisión de cese del negocio, previos los trámites opor-
tunos. En síntesis, el cambio de titularidad no obsta para 
que la Administración adopte las decisiones que le corres-
pondan, en ejercicio de las potestades que tiene atribuidas 
tendentes al control de las actividades clasificadas; pero 
no puede denegar el cambio de titular basándose en que 
lo que procedería sería el cese de la actividad, cuando no 
se ha seguido ningún procedimiento administrativo, ni han 
impuesto medidas correctoras, ni se está en condiciones 
de afirmar si las mismas suponen la realización de obras 
que exceden de las autorizables en un edificio en situación 
de fuera de ordenación sino anticipando el resultado de un 
procedimiento no iniciado”.

En consideración a todo lo anterior, vistos los preceptos 
legales citados y demás de general aplicación,

R E S U E L V O

Estimar el recurso interpuesto por don Alfredo López 
López contra la resolución del Sr. Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Huelva, de fecha 20 de noviembre 
de 2006, recaída en expediente H-70/206-EP, dejándola sin 
efecto.
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Notifíquese la presente resolución al interesado con in-
dicación de los recursos que caben contra ella. El Secretario 
General Técnico (por Decreto 199/2004). El Director General 
de Espectáculos Públicos y Juego. Fdo.: José Antonio Soriano 
Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 11 de marzo de 2008.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 11 de marzo de 2008, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por don Manuel Lago García, en 
nombre y representación de Construcciones Azagra, 
S.A., contra otra dictada por el Delegado del Gobierno 
en Huelva, recaída en el expediente 21-000387-06-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Manuel Lago García, en nombre y representación de Cons-
trucciones Azagra, S.A., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico al recurso administrativo interpuesto 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Huelva, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 4 de febrero de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Huelva dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 2.601 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por no disponer de libro de hojas 
de reclamaciones.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada en el que, en síntesis, se alegó que sí existía 
libro de reclamaciones en la fecha de la denuncia, aunque la 
persona que estaba en la empresa no lo encontró en ese mo-
mento (aporta prueba de que el libro ha sido utilizado por pos-
terior consumidor), máxime tratándose de unas dependencias 
de la empresa que no atiende a público alguno, no dándose 
las condiciones previstas por la legislación para exigir el libro 
de reclamaciones; desproporción de la sanción, pues se aplica 
la agravante de reiteración pero no la atenuante de haber co-

rregido la irregularidad, artículo 79.3 de la Ley 13/2003, de 
17 de diciembre.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de ju-
nio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a 
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en 
adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de 
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. Las alegaciones contenidas en el recurso de 
alzada son reproducción de las ya planteadas en el curso del 
procedimiento y fueron perfectamente rebatidas en la Pro-
puesta de Resolución y en la Resolución sancionadora, notifi-
cadas legalmente al recurrente. 

Por tanto y una vez estudiado el presente recurso, sus 
alegaciones y el procedimiento sancionador debemos concluir 
que ninguna de las alegaciones vertidas por el recurrente exo-
nera la responsabilidad infractora.

En aras al principio de economía procesal y en evitación 
de innecesarias repeticiones, nos remitimos íntegramente a 
los distintos razonamientos y considerandos que se han ver-
tido en los sucesivos trámites del procedimiento administra-
tivo ya que, en esencia, la configuración del presente recurso 
atiende a las mismas manifestaciones esgrimidas con anterio-
ridad y convenientemente rebatidas a lo largo de la instrucción 
sancionadora. No obstante, estudiadas nuevamente las mis-
mas, ratificamos y hacemos nuestras las argumentaciones re-
flejadas en el procedimiento sancionador pues las alegaciones 
que el recurrente formula en su recurso de alzada no se rela-
cionan con elementos nuevos que no se hayan contemplado 
ya en el procedimiento y que son conocidas por la mercantil 
interesada.

No obstante, haremos una acotación: respecto de la apli-
cación de la atenuante, el artículo 79 de la Ley 13/2003, de 
17 de diciembre, denominado “Atenuantes y agravantes”, dis-
pone:

“1. Para determinar concretamente, dentro de los míni-
mos y máximos establecidos, las sanciones que procedan im-
poner y su extensión, se tendrán en cuenta las circunstancias 
atenuantes y agravantes previstas en los apartados siguien-
tes.

3. Son circunstancias atenuantes:
Haber corregido diligentemente las irregularidades en que 

consista la infracción, colaborando activamente para evitar o 
disminuir sus efectos u observado espontáneamente cualquier 
otro comportamiento de significado análogo, con anterioridad 
a cualquier requerimiento o advertencia realizado por la Ad-
ministración o, en su caso, en cualquier momento previo a la 
propuesta de resolución sancionadora.”

No estimamos de aplicación la misma, porque el hecho 
de que dispusiera de libro de hojas de quejas y reclamacio-
nes (aporta fotocopia de hoja de reclamación de 2007, en el 
mismo domicilio de la hoja aquí estudiada), cuando la denun-
cia de la Policía Local de Huelva es de 2005, no aporta prueba 
alguna de “Haber corregido diligentemente las irregularidades 
en que consista la infracción...”, antes bien, acredita que el 
domicilio de la empresa sí se dedica a atender al público, y 
que, en su momento, solicitada la hoja de reclamación, no fue 
presentada, como lo acredita la denuncia policial, y sabemos 


